Discurso del Embajador Juan Buffa, Director de la Dirección de Atención de las Comunidades Paraguayas en el Extranjero del Ministerio de Relaciones Exteriores, en su calidad de Jefe de la Delegación Paraguaya en la Consideración del Informe Inicial del Paraguay ante el Comité para la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares (CMW)

Señor Presidente, Señoras/es y Expertas/os
Deseo primeramente manifestar que la Delegación del Paraguay se siente muy honrada de participar de la consideración del informe inicial del Estado paraguayo, en virtud de lo establecido en la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares. Participamos de esta sesión convencidos de la importancia de seguir apoyando los trabajos de los mecanismos internacionales de protección y promoción de los derechos humanos, muy especialmente en lo que se refiere al derecho de los migrantes. 

En la actualidad, el Paraguay se encuentra al día en la presentación de informes ante el sistema universal de órganos de tratados, el año pasado ha participado de la consideración de sus informes en otros 3 órganos (CERD, CEDAW y CAT). Asimismo, participó al proceso del Examen Periódico Universal (EPU) del Consejo de los Derechos Humanos, del cual puede manifestarse que ha resultado una experiencia muy constructiva que permitirá eventualmente el mejoramiento nacional de políticas públicas.
Señor Presidente, 
Los retos en el ámbito de la migración se han multiplicado en estos últimos años como consecuencia de diferentes factores de orden político, económico, climático, tecnológico, entre otros. La migración conecta cada vez espacios más amplios, en razón de la multiplicación de los orígenes y destinos de ella. Por estas razones, el Paraguay saluda el trabajo que el Comité para la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y sus Familiares viene desarrollando, promoviendo la implementación de los principios de la Convención sobre la protección de los derechos de los mismos.
El Estado paraguayo considera que la migración no debe ser tratada únicamente como un elemento coadyuvante del crecimiento económico, sino también concebida dentro del enfoque de los derechos humanos, incluyendo el derecho de no migrar o de elegir migrar. 

En este sentido, observamos con preocupación las consecuencias de la crisis económica mundial en materia de políticas migratorias restrictivas, cuyas falsas ideas afirman o sugieren que los países desarrollados acogen “la miseria del mundo”, favoreciendo una percepción sobre la migración que no facilita el respeto de los derechos humanos de los migrantes y sus familiares. Al mismo tiempo, observamos que las políticas represivas contra los migrantes no contribuyen a disminuir la migración irregular y ésta a su vez favorece el aumento del tráfico de migrantes, la trata de personas y de todo tipo de abusos que una situación de precariedad puede provocar, sin resolver los retos de la migración.
No está demás recordar que los países desarrollados no son los únicos ni los principales destinos de la migración. Por ello consideramos que tanto los países en desarrollo como los países desarrollados deben ser signatarios de la Convención sobre Trabajadores Migratorios y sus Familiares, considerando que la migración organizada puede ser una oportunidad para todos. 
Señoras y señores expertos del Comité,

La migración ha marcado la historia social y política del Paraguay a lo largo de su historia y por ello constituye un pilar central de las políticas del Estado. La adhesión a la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, ratificada por Ley 3.452 del 9 de abril de 2008 ha contribuido a generar innovaciones respecto a la gestión y atención de los migrantes, pruebas de la voluntad de llevar a cabo una política migratoria centrada en los Derechos Humanos. 

La Dirección General de Estadísticas y Censos de la Secretaría Técnica de Planificación de la Presidencia de la República es la entidad encargada de realizar los censos nacionales, el mismo se realizara este año con el apoyo del Fondo de Población de las Naciones Unidas. El Censo ayudará a contar con datos actualizados y fidedignos sobre la población trabajadora migrante que reside en Paraguay y datos de la población paraguaya en el extranjero, a través de un formulario especial al respecto. Es de destacar que aun no se cuenta con un registro completo de la situación laboral de la población migrante, lo que tendrá mayores aportes gracias al Censo de 2012. 

Sin embargo, esta entidad nos señala que en el año 1972 fueron contabilizadas 81.100 personas extranjeras en el Paraguay, llegando a 173.176 personas en el 2002. Sin embargo, los datos estadísticos muestran que la incidencia de los extranjeros en relación a la población total no ha sobrepasado el 3,4 %, manteniéndose este porcentaje en dicho periodo. 

En relación al origen de la población que el Paraguay recibe, las últimas estadísticas muestran que los naturales de Brasil y Argentina ocupan numéricamente los primeros lugares. Los nacionales de estos dos países, según el último censo, constituyen más del 80% de los inmigrantes. Las políticas de Estado buscan dar respuesta a las necesidades que estos flujos migratorios despliegan. En este sentido, el Estado paraguayo continua desarrollando el Programa de Regularización Migratoria iniciado en el año 2009, establecido por Ley 3.565/08 llamada “Acuerdo de Residencia MERCOSUR”, gracias a la cual se ha regularizado a más de 12.000 inmigrantes, otorgándoles de esta manera todos sus derechos. Por otra parte, en el mes de agosto del 2011entró en vigencia  una amplia e irrestricta Ley N°4429/2011 “de Amnistía” para todos los extranjeros, permitiendo a su vez a numerosos extranjeros la regularización de su situación migratoria mediante la simplificación de trámites y la reducción de sus costos.
Por otra parte, son de mencionar los esfuerzos de la Comisión Nacional de Refugiados (CONARE), la cual trabaja para la aplicación de la Ley 1.938/02 “Ley General sobre Refugiados”, cumpliendo con el compromiso internacional de otorgar las documentaciones pertinentes a las personas con estatus de refugiado/a, permitiéndoles ejercer todos sus derechos. Es igualmente importante manifestar que la CONARE se encuentra implementando, en coordinación con el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), el segundo Programa de Reasentamiento de Refugiados. 
Por otro lado, también es digno de destacar que el Paraguay ha sancionado recientemente la Ley No. 4.564 del 19 de enero de 2012, que aprueba la “Convención para reducir los Casos de Apatridia”, conocida como la “Convención de 1961”, quedando solamente pendiente el depósito del instrumento que se realizará próximamente. 

En efecto, las políticas públicas buscan eliminar toda forma de discriminación contra los extranjeros. En este sentido, el Paraguay también ha ratificado el Convenio N°100 de la Organización Internacional del Trabajo sobre “Igualdad de remuneración”, hecho que ha generado la adaptación entre el Código del Trabajo paraguayo y las normas internacionales. Además, cabe señalar que todos los inmigrantes en territorio nacional son beneficiarios de los programas nacionales en la misma medida que los nacidos en el territorio de la República. Citamos como ejemplo el programa elaborado por el Ministerio de Salud Pública y Bienestar Social denominado “Para la Calidad de Vida y Salud con equidad”, que busca eliminar las inequidades y discriminaciones en cuanto al servicio de la salud.
La situación de los emigrantes paraguayos es un tema prioritario de la política exterior del Estado paraguayo. Como lo señalamos en el Informe inicial, actualmente, según datos obtenidos en el año 2007 por la Encuesta Permanente de Hogares, existen 1.392.890 hogares en el país, de los cuales el 9,5% declara que un miembro de su hogar salió del país en los últimos 5 años. Las zonas rurales son más afectadas por la emigración que las zonas urbanas, siendo los jóvenes los que más emigran. La Argentina constituye el principal país de destino de nuestros connacionales, acogiendo del 70,2% de los emigrantes paraguayos. Resaltamos que las personas que salieron del país en los últimos 5 años registran un mayor porcentaje de instrucción. Este dato nos ilustra otro desafío del Estado paraguayo, que ha decidido emprender un proceso tendiente a apoyar la repatriación de profesionales egresados en el exterior.
Ante estos hechos el Gobierno ha decidido promover nuevas políticas públicas referentes a la protección y promoción de los derechos de los connacionales migrantes y sus familiares, a través de las diversas Instituciones vinculadas al tema migratorio. Citamos como ejemplo el “Programa Conjunto Oportunidades”, que busca multiplicar la información ofrecida a la población potencialmente migrante gracias a convenios con Instituciones del Estado, Gobernaciones y Municipios para capacitar a agentes nacionales encargados de ejecutar programas de atención, que permiten ayudar a aquellos que emigraron y retornaron al país a causa de situaciones de vulnerabilidad. Por otra parte, existen programas especiales coordinados por la Dirección de Atención de las Comunidades de Paraguayos en el Extranjero que busca reducir los riesgos de la migración insegura.
Al mismo tiempo, el Programa “Mi País Mi Casa”, implementado por convenio tripartito entre la Secretaria de Repatriados, el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Secretaria Nacional para la Vivienda y el Hábitat, posibilita que los paraguayos residentes en el exterior y los ya repatriados sean beneficiarios de la política habitacional del país. Este Programa es reforzado por los trabajos de la Secretaria de Desarrollo para Repatriados y Refugiados Connacionales, la cual busca la reinserción integral de las familias repatriadas, facilitando los medios para ello y proporcionando una ayuda jurídica que permita un regreso al país en las mejores condiciones. Hasta el momento más de 30.000 connacionales han recibido la asistencia para el retorno, otras han recibido apoyo a la reinserción educativa, otros han sido beneficiados con la exoneración de aranceles correspondientes a la obtención de la residencia legal de los familiares extranjeros. Sin embargo, las circunstancias han obligado al Estado ampliar sus esfuerzos, además de los ya citados, a otros casos de mayor complejidad, como la trata de personas.
De esta manera, se han multiplicado los esfuerzos en la lucha contra la trata de personas. En este sentido, señalamos la formación de la Mesa Interinstitucional de Prevención y Combate a la Trata de Personas por Decreto N° 5.093/05 del Poder Ejecutivo, el cual reconoce dicho flagelo como una modalidad de criminalidad organizada transnacional que registra un crecimiento inquietante. 
Dicha Mesa es coordinada por la Dirección de Atención a las Comunidades de Paraguayos en el Extranjero del Ministerio de Relaciones Exteriores, integrada por 47 instituciones del ámbito gubernamental, de la Sociedad Civil, Embajadas y Organismos Internacionales, concretándose la elaboración de estas políticas públicas para la lucha contra la Trata de personas a través de acciones concretas, como la coordinación de acciones, prevención y combate del delito a nivel Institucional e Interinstitucional. En tal sentido, ya fueron capacitados funcionarios públicos de diferentes estamentos, en la Capital y en las Fronteras, habilitándose igualmente unidades de lucha contra la trata de personas en la Secretaria Nacional de la Niñez y la Adolescencia, en la Secretaria de la Mujer, en el Ministerio Público y en la Policía Nacional. 
Igualmente informamos la promulgación en el año 2011 del Decreto N°8309, que aprueba la “Política Nacional para la Prevención y Combate a la Trata de Personas”, un sueño largamente anhelado por las Instituciones integrantes de la Mesa Interinstitucional de Prevención y Combate a la Trata de Personas, que se convierte en piedra angular para la generación de Programas estatales para la lucha y el combate contra este crimen transnacional. Paralelamente, se ha presentado en el mes de diciembre de 2011 un proyecto de Ley Integral contra la Trata de personas, elaborado por la Mesa Interinstitucional, que se encuentra en proceso de aprobación en el Parlamento Nacional, contando con el dictamen favorable de dos Comisiones del Parlamento.
Igualmente, deseamos subrayar los esfuerzos de la Cancillería Nacional y otras Instituciones oficiales que coadyuvan en la capacitación e información a funcionarios de los Consulados y Embajadas para facilitar y asesorar a las comunidades paraguayas en el extranjero en los diferentes temas vinculados a la migración.
Honorables Miembros del Comité,

Me permito presentar a los integrantes de la Delegación paraguaya presentes en esta jornada:

· Licenciado Amado Rodolfo García, Director General de Migraciones del Ministerio del Interior.

· Ministra Inés Martínez Valinotti, Directora de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores. 

· Abogado Darwin Sánchez, Asesor Jurídico de la Dirección General de Migraciones del Ministerio del Interior. 
Por la representación de la Misión Permanente del Paraguay:
· Ministra Nimia da Silva Boschert, Encargada de Negocios.

· Primer Secretario, Raúl Martínez.
· Oficial, Raquel Pereira.
Señores Miembros del Comité,
El Estado paraguayo ha presentado el Informe Inicial, mediante la coordinación del Ministerio de Relaciones Exteriores en base a la información suministrada por diversos organismos con competencia en la materia. Las instituciones más involucradas incluyen el Ministerio de Justicia y Trabajo, el Ministerio del Interior à través de la Dirección de Derechos Humanos y la Dirección General de Migraciones, el Ministerio de Educación y Cultura, el de Salud Pública y Bienestar Social, la Secretaría de la Niñez, la Secretaria de la mujer, el Ministerio Público, la Corte Suprema de Justicia, Secretaria de Repatriados. 

Señoras/res Expertas/os, entre otras.
La República del Paraguay consagra la protección de los derechos de los migrantes en su Constitución Nacional de 1992. El derecho a la vida, al tránsito, a la igualdad de las personas, a la protección de la familia, el derecho a la educación y al trabajo, son derechos otorgados por la Carta Magna sin discriminación de nacionalidad ni de ningún otro tipo. De esta forma, se busca asegurar el acceso de todas las personas a los servicios estatales y a los mayores niveles de bienestar posible. Asimismo, la Constitución prohíbe la tortura, los tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, sin olvidar la esclavitud y la servidumbre, garantizando el derecho al trabajo digno para todos los habitantes del territorio. 

El Estado Paraguayo no ha dejado de multiplicar sus esfuerzos respecto a la protección de los derechos de libertad de expresión, de pensamiento, de conciencia, de religión y de organización. El artículo 24 de la Constitución Nacional establece que “ninguna confesión tendrá el carácter oficial y nadie podrá ser molestado, indagado u obligado a declarar por causa de sus creencias o de sus ideologías”. 
De acuerdo con lo dicho, el Estado paraguayo acoge la laicidad como principio, generando las condiciones para que cada ser humano, incluyendo las personas inmigrantes, manifiesten su religión o creencias libremente. El Derecho a la Objeción de Conciencia es también reconocido en el artículo 37 de la Constitución de 1992. Al respecto, no podemos dejar de mencionar lo expresado por el Señor Heiner Bielefeldt, Relator Especial sobre Libertad de Religión y Creencia en su  Informe presentado al Consejo de Derechos Humanos en su última sesión de marzo de 2012, en el que señala que en el Paraguay las disposiciones legales respecto al tema se ven reflejadas en la realidad, por lo que califica al Paraguay como un “ejemplo positivo” en materia de respeto de la libertad de creencia y de religión.
Señor Presidente y miembros del Comité,
La experiencia paraguaya de los últimos diez años ha posicionado el tema de la migración en la opinión y en la agenda pública a raíz de un cambio en las características de los emigrantes. Constatamos en la migración paraguaya una mayor tendencia a la emigración femenina, teniendo diversas consecuencias, en especial en las vinculadas al núcleo familiar, lo cual afecta directamente a niños y niñas. 
Asimismo, respecto a la ecualización de los derechos cívicos de los nacionales paraguayos en el extranjero, en el Referéndum del 9 de octubre de 2011, el 77,82% de electores han posibilitado el derecho al voto de los paraguayos residentes en el extranjero para la elección de Presidente y Senadores, habiéndose iniciado en el 2011 los registros pertinentes.
Finalmente, deseamos recordar que el Estado Paraguayo confía en que las recomendaciones del Comité constituirán una valiosa cooperación y nuevos retos, en miras al pleno respeto de los Derechos Humanos de los Trabajadores Migratorios y sus Familiares. 
Esta Delegación queda a disposición de los honorables Miembros del Comité para mayor información.
Muchas gracias.
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